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Exp. 163/2024-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 163/2024-2
PARTE ACTORA: **********

AUTORIDAD DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA 

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diecinueve de noviembre de dos mil veinticuatro.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 163/2024-2 promovido por el C. **********contra actos emitidos por el  ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ.

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el nueve de febrero de dos mil veinticuatro, el C. **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento, y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por los actos y pretensiones que a continuación se precisan:

Acto administrativo impugnado

“La determinación y conminación del crédito fiscal, consignada en el número de contrato **********, en el que pretende cobrar la cantidad de $********** del cual tuve conocimiento a través de la documental que se acompaña al presente escrito con periodo de facturación 15/01/24 entregado en mi domicilio por personal de la autoridad demandada. Y el reembolso a mi favor de pago de lo indebido por la cantidad de $********** indebidamente cobrados y pagados por el suscrito a la demandada el 20 de diciembre de 2023”

II.- Por auto de fecha catorce de febrero de dos mil veinticuatro, se tuvo por admitida la demanda del C. **********en contra del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento, y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, ordenándose correr traslado, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes.
III.- Por auto de fecha trece de marzo de dos mil veinticuatro, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Así mismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II, 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron ofrecidas las pruebas de las partes.
IV.- Por auto de fecha dieciocho de abril de dos mil veinticuatro, se tuvo a la autoridad demandada por admitida la prueba de inspección ocular a llevarse en el domicilio de la parte actora.
Por otra parte, y en cuanto a la petición del actor a fin de que se requiera a la autoridad demandada por la exhibición de las copias certificadas de las constancias que conformaban el expediente inherente al contrato de agua potable folio **********, se le requirió para que exhibiera el escrito mediante el cual justificara, que previo a la presentación de su demanda solicitó dicho expediente.
V.- Por auto de fecha trece de mayo de dos mil veinticuatro, y toda vez que la parte actora no contesto el requerimiento que se le formuló en fecha trece de mayo de dos mil veinticuatro, se le  desechó dicha prueba.

Por último, se señalaron las doce horas del diez de junio de dos mil veinticuatro, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, con la asistencia únicamente del autorizado de la parte actora, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, se le desecho la prueba testimonial ofrecida por la actora, por otra parte se procedió al desahogo de la prueba de inspección ocular; después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 34, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2,  217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia de carácter fiscal suscitada entre un particular y un Organismo Público Intermunicipal, actuando éste como autoridad, ambos de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La personalidad de la Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, así mismo acreditó su interés jurídico conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, al acompañar los actos impugnados consistentes en el recibo con número de folio **********, el convenio de pago de adeudos anteriores, así como diversos recibos a su nombre, documentales que obran  a fojas de la 9 a la 13 bis, del expediente en el que se actúa.

Por otra parte, la autoridad demandada, acreditó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, compareció por conducto de la  C. Lic. ********** en su calidad de Director Jurídico del Organismo; acompañando copia certificada del nombramiento otorgado a su favor, el cual se localiza en la foja 38 de este expediente.

A las documentales anteriormente referidas, se les otorga valor probatorio pleno, según lo establecido por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación de la contribución relativa al pago contenido en el recibo con número de folio **********emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez; así como la devolución del pago de lo indebido por la cantidad de $********** indebidamente cobrados por la demandada el veinte de diciembre de dos mil veintitrés.

CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala procede a analizar si en el expediente en que se actúa se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, prevista por los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose de resolver sobre el fondo de la controversia.

En ese sentido, se debe de manifestar que de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- La parte actora hizo valer en su escrito inicial de demanda, los conceptos de impugnación que se advierten a fojas de la 04 a la 08 de autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Al respecto, es aplicable la siguiente Tesis: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer..- Contradicción de tesis 50/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Noveno Circuito, Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 21 de abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Arnulfo Moreno Flores.”

SEXTO.- En primer término se debe de manifestar que la parte actora señala en su escrito inicial de demanda, dos actos impugnados, los cuales se hacen consistir en los siguientes:

a) La determinación del crédito fiscal consignada en el número de contrato **********, en el que se pretende cobrar la cantidad de $********** y,
b) El reembolso a su favor del pago de lo indebido por la cantidad de $********** indebidamente cobrados y pagados el veinte de diciembre de dos mil veintitrés.

I.- Ahora bien, y para un mayor entendimiento de la presente resolución se procede en primer término al estudio del pago de lo indebido que hace valer la parte actora.
Previo al estudio de los conceptos de impugnación, la Sala estima necesario precisar que se atiende a la causa de pedir,  es decir, que se efectúa un estudio integral de la demanda en su conjunto a efecto de que el análisis de este Tribunal no se limite a atender su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.
Lo anterior con sustento en los Criterios emitidos por el Tribunal Colegiado de Circuito, cuyos datos de localización rubro y contenido es el siguiente.
“Época: Séptima Época, Registro: 254643, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 78, Sexta Parte, Materia(s): Común, Tesis: Página: 155 

CONCEPTOS DE VIOLACION, AUSENCIA DE FORMALIDADES EN LA EXPRESION DE LOS.

La Ley de Amparo no exige, en sus artículos 116 y 166, que la expresión de los conceptos de violación se haga con determinadas formalidades solemnes e indispensables. Por otra parte, la demanda de amparo es un todo que debe considerarse en su conjunto, de lo que se sigue que, aun cuando la costumbre ha llevado a los litigantes a expresar los conceptos de violación en un capítulo destacado, en busca de claridad, deben tomarse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no esté en el capítulo relativo. Basta que en alguna parte de la demanda se exprese un argumentó que tienda a demostrar la ilegalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, para que deba ser estudiado en la sentencia como concepto de violación, ya que es evidente que la sentencia debe ocuparse de todos los que la parte quejosa exprese. Por lo demás, para que existan conceptos de violación en una demanda de amparo administrativo, que es de estricto derecho, es suficiente que se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa la resolución impugnada, y los motivos que originan tal agravio"

“Época: Novena Época, Registro: 162385, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito,Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Abril de 2011, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C.109 K, Página: 1299 

DEMANDA. ESTUDIO INTEGRAL PARA DESENTRAÑAR LA CAUSA DE PEDIR.

La demanda debe analizarse de manera íntegra, asumiendo como un todo los capítulos de prestaciones y de hechos, así como el estudio de los documentos exhibidos, a fin de advertir de manera plena lo realmente planteado, en relación a la causa de pedir. De esta manera, si la parte demandada opuso excepciones, e incluso reconvención, en función de esa causa de pedir, debe concluirse que no se le dejó en estado de indefensión y, por ende, el órgano jurisdiccional se encuentra constreñido a resolver la litis realmente planteada; por tanto, los errores de cita de las fechas del contrato base de la acción, no deben ser obstáculo para resolver el fondo del asunto.”

En ese contexto, atendiendo a la causa de pedir del análisis integral de la demanda, se advierte que la parte actora en el apartado número 2 del capítulo denominado “VII. Una relación clara y sucinta de los hechos que constituyan los antecedentes de la demanda” la parte actora manifiesta lo siguiente:

“…

2. Soy usuario del servicio de agua potable y diversos que presta la autoridad demandada, y siempre he cumplido con mi obligación de pago, tan es así que el 7 de agosto del 2023, acudí a las oficinas de la demandada, ya que presentaba un adeudo por motivo de un cobro excesivo, una vez dialogado que fue el tema me obligué a pagar la deuda en pagos del 15 de septiembre, 16 de octubre, y 15 de noviembre del 2023, por la cantidad cada uno de $********** pagos que reporté oportunamente, sin embargo, por error el suscrito el día 20 de diciembre del 2023, pagué la cantidad de $********** ya que fue el monto del recibo que me fue generado, pero es superior a la que me corresponde pagar, motivo por el cual se demanda.

…”

De lo anteriormente expuesto se desprende que la parte actora manifiesta que celebro un convenio de pagos con la autoridad demandada en donde se obligaba a cubrir  la deuda en diversos pagos siendo estos, el quince de septiembre, el dieciséis de octubre y quince de noviembre de dos mil veintitrés por la cantidad cada uno de $**********; pero que sin embargo, por un error el veinte de diciembre pago la cantidad de $**********.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado y suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado; atento a las consideraciones que a continuación se exponen.

La parte actora acompaña diversa prueba a su escrito inicial de demanda, consistente en el convenio de pago de “adeudos anteriores”, el cual obra a foja 10 y 11 del expediente en el que se actúa, mismo que también es acompañado por la autoridad demandada, el cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y del cual se desprende lo siguiente:
a) Convenio celebrado entre la parte actora en su carácter de “usuario”  y el Director de Comercialización del INTERAPAS;
b) Que el usuario reconoce adeudar al INTERAPAS, la cantidad de $**********;
c) Que se compromete pagar tres parcialidades por la cantidad de $********** cada una, el quince de septiembre, quince de octubre y quince de noviembre, todas del dos mil veintitrés.

En ese sentido se tiene que la parte actora acompaña diversos comprobantes de pagos que demuestran el cumplimiento de la obligación de pago anteriormente mencionada, con las siguientes documentales:

a) Comprobante de pago por la cantidad de $**********, de fecha quince de septiembre de dos mil veintitrés, documental que obra a foja  12 del expediente en el que se actúa;
b) Comprobante de pago por la cantidad de $**********, de fecha dieciséis de octubre de dos mil veintitrés, documental que obra a foja  12 del expediente en el que se actúa;

c) Comprobante de pago por la cantidad de $**********, de fecha quince de noviembre de dos mil veintitrés, documental que obra a foja  13 del expediente en el que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

De las documentales anteriormente mencionadas se infiere lo manifestado por la parte actora, es decir, que cubrió el importe correspondiente al convenio firmado con el INTERAPAS, aunado a que la autoridad demandada no hizo manifestación alguna al respecto al momento de producir su contestación de demanda.


De igual manera, la parte actora, demuestra con la documental consistente en el comprobante de pago realizado el pasado veinte de diciembre de dos mil veintitrés, por la cantidad de $**********, la cual obra a foja 13 del expediente en el que se actúa, y que se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el pago que manifiesta realizó indebidamente, ya que la autoridad demandada al momento de contestar su demanda, no realiza contestación alguna al respecto.

Motivo por el cual, se tiene que la parte actora realizó el pago indebido el pasado veinte de diciembre de dos mil veintitrés, por la cantidad de $**********, por lo que se ordena a la autoridad demandada que realice la devolución del mismo a la parte actora.
II.- Por otra parte, se procede al análisis del diverso acto impugnado por la parte actora consistente en la determinación del crédito fiscal, consignada en el número de contrato **********, por la cantidad de $**********, contenida en el recibo con número de folio **********. 
Ahora bien, del escrito inicial de demanda se desprende en el capítulo de antecedentes y del concepto de impugnación identificado como primero, que la parte actora medularmente refiere que el INTERAPAS, pretende indebidamente sin causa o razón jurídica y sin sustento legal, obligar al suscrito a cubrir un importe por derechos que no ha causado.

Niega lisa y llanamente haber efectuado los hechos que sirvieron para motivar la generación del crédito fiscal, en término del artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado y suficiente para declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término se debe de establecer que en el presente asunto al tratarse de la emisión de un recibo de pago, el Organismo demandado efectúa el cobro del servició de agua potable, drenaje y tratamiento, conforme a las disposiciones legales contenidas en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, ya que la misma regula el procedimiento que se debe de realizar para el cobro del servicio prestado, motivo por el cual dichos actos adquieren el carácter de actos de autoridad sujetos al principio de legalidad que se exige a toda actuación pública. 
Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 136 de la ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predios edificados, no edificados -cuando existan instalaciones adecuadas- así como los propietarios o poseedores de giros mercantiles, industriales o de cualquier otra actividad contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares en que existan dichos servicios, y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores; siendo obligación de los Organismos prestadores la instalación de aparatos medidores para la verificación del consumo de agua del servicio público para todos los usuarios domésticos y no domésticos, en lugares accesibles para que el personal del prestador pueda llevar a cabo y sin dificultad las lecturas de consumo.(Art. 143 de la Ley en cita).  

Una vez instalada la toma y hechas las conexiones respectivas, el prestador comunicará al usuario la fecha de la conexión y la apertura de su cuenta para efectos de cobro, de acuerdo con lo previsto en el Artículo 146 de la multicitada ley; siendo indispensable mencionar que el servicio de agua potable será medido de conformidad con lo previsto en el Artículo 143 de dicho ordenamiento legal; y en el supuesto de que no se hayan instalado medidores, los pagos se harán con base en cuotas fijas previamente determinadas en el artículo 4º de la Ley de Cuotas y Tarifas del INTERAPAS, o en su defecto; tratándose de predios o casas deshabitadas y suspendidas con contrato, mediante el pago de una tarifa bimestral de conformidad con lo previsto en el Artículo 6 de la mencionada ley, distinguiéndose en su caso, el tratamiento aplicable para aquellos supuestos en los que exista impedimento para tomar lectura en donde se cobrará el promedio mensual o bimestral del consumo registrado en los últimos tres meses o bimestres según sea el caso, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas citada.
En complemento a lo anterior, la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí refiere en su Artículo 183, que todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, con base a las tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, dentro del plazo que en cada caso señale el recibo correspondiente.
Bajo esta tesitura se tiene que es obligación de los propietarios o poseedores de cualquier título de predio edificado o no edificado el contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, se tiene que la parte actora comparece a juicio, manifestando que tiene celebrado contrato de servicio de agua potable con la demandada en su domicilio ubicado en la **********, en San Luis Potosí, S. L.P.

En ese sentido, el acto impugnado consistente en el Estado de cuenta con número de folio **********por la cantidad de **********, relativo al cobro del servicio de agua potable, drenaje y tratamiento, es referente al predio anteriormente citado, el cual cuenta con el contrato número **********.

Motivo por el cual, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 183 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, todo usuario está obligado al pago de los servicios públicos que se presten, resultando pertinente la transcripción de dicha disposición legal:

ARTICULO 183. Toda persona usuaria está obligada al pago mensual de los servicio públicos de agua potable, alcantarillado y saneamiento, con base en las cuotas o tarifas fijadas en los términos de la presente Ley, con excepción de aquellas quienes reciben estos servicios por parte de un organismo operador intermunicipal, mismos que deberán pagar bimestralmente.

Por lo que es de concluirse que desde el momento en que la parte actora es propietaria de un inmueble que cuenta con un contrato con el INTERAPAS, se encuentra obligado a realizar un pago por los servicios prestados, ello de acuerdo con el marco legal establecido en la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual; por lo que el hecho generador -causación del gravamen- de las contribuciones por los servicios públicos de agua potable y servicios conexos -alcantarillado y saneamiento- que da lugar a una obligación de pago por dichos servicios se deriva: 
1.
Del mandato legal establecido en el Artículo 136 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí en el que se establece para los propietarios y poseedores por cualquier título de predios edificados o no; la obligación de contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, cuando existan en sus lugares dichos servicios, cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.

2.
De la modalidad o tipo de servicio, el cual por regla general implica su prestación bajo la modalidad de servicio medido, el cual exige contar con aparatos medidores en los domicilios de los usuarios (Artículo 143 en relación con el 221 de la Ley de Aguas); en donde las cuotas por los servicios públicos estarán en función del uso del servicio aplicadas por rango de consumo de manera escalar; de acuerdo con lo previsto en la fracción II del Artículo 170 de dicha ley o bien; mediante cuotas fijas, las cuales se aplican de manera extraordinaria y sólo en aquellos casos en los que los usuarios no tengan instalado un medidor, de conformidad con lo establecido en la fracción III del Artículo 170 del ordenamiento legal en mención.
Lo anterior, con independencia de aquellos otros supuestos legales que prevén tratamientos distintos o especiales como lo serían, entre otros:

· El esquema de pago conforme a promedios de consumo por identificarse impedimentos para la toma de lectura en los domicilios; de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 7 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La cuota fija para los casos de solicitudes de suspensión del servicio contratado conforme a lo dispuesto en el Artículo 148 de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí y Artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La cuota fija para domicilios desocupados establecida en el citado artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La Cuota fija para el suministro de agua potable de uso mínimo prevista en el Artículo 4 de la Ley de Cuotas y Tarifas de vigencia anual.
· La aplicación de subsidios para pensionados, jubilados y afiliados al INAPAM conforme a lo previsto en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas 

En ese sentido se advierte claramente que el Organismo demandado debe de realizar el cobro del servicio de agua potable, alcantarillado, drenaje y tratamiento, bajo la modalidad de SERVICIO MEDIDO, situación que se configura en el acto impugnado ya que en el apartado denominado tipo de cobro se señala dicha modalidad. 
Ahora bien, como fue señalado en párrafos precedentes, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada; quien, cabe señalar, no tiene impedimento legal para hacerlo, ya que al momento de señalarse como tipo de cobro el de servicio medido; según lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.

Sin embargo dicha situación no acontece, ya que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, no acompaño lectura alguna que sostuviera el tipo de cobro realizado a la parte actora, ello bajo la modalidad de servicio medido, tal y como se señala en el acto impugnado; aunado a lo anterior, se desprende que en el apartado denominado se aplica, dice ANTERIOR, es decir, una modalidad que no está prevista en la ley de Aguas para poder determinar un consumo de agua potable . 
Motivo por el cual se determina, que dentro del expediente en el que se actúa no existe documental alguna que puedan justificar la procedencia del cobro bajo la modalidad SERVICIO MEDIDO, concretamente que el actor si ha efectuado el consumo de agua potable, para que en esa virtud se actualice la obligación de pago, pues además de que corre a cargo del reo acreditar los hechos de su defensa según dispone el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, también la autoridad demandada tiene la obligación de acreditar la legalidad de sus actos ante la negativa lisa y llana formulada por el demandante, respecto de los hechos que generaron el acto impugnado, de ahí que es válido concluir que debe tenerse por no probado el hecho relativo al consumo de agua potable que se le imputa al actor. 

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la ilegalidad del recibo de cobro con número **********por la cantidad de **********, por las razones y motivos expuestos con anterioridad, actualizándose la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el cual se establece textualmente lo siguiente:
"ARTICULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

…

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas; y

…”

En virtud de lo anterior, a juicio de la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el recibo de cobro con número**********por la cantidad de **********.
 Ordenándose en consecuencia al Organismo Operador Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez la cancelación de dicho adeudo de sus registros y sistemas de control aplicables; haga las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal nulificado, sea dado de baja o cancelado de los controles manuales o informáticos, padrones, o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, a efecto de que el crédito nulificado, no vuelva a ser exigido al Gobernado, notificándole sobre las acciones que realice, informando a este Tribunal del cabal cumplimiento de lo ordenado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la devolución del pago de lo indebido efectuado por la parte actora, por las razones vertidas en el Considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez del estado de cuenta impugnado, por las razones y para los efectos vertidos en el Considerando Sexto de esta resolución.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por correo electrónico a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución. 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Tesis: de Jurisprudencia 58/2010, aprobada por la Segunda Sala de nuestro Alto Tribunal, el doce de mayo de dos mil diez, visible conforme a los datos y rubro siguientes: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830.





